
del tráfico, sino para la comprensión del
Derecho administrativo sancionador.
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EMBID TELLO, Antonio Eduardo: Precaución
y Derecho. El caso de los campos elec-
tromagnéticos, Iustel, Madrid, 2010, 592
págs. 

La presente obra, fruto de la tesis doc-
toral de su autor, y prologada por el cate-
drático de Derecho Administrativo de la
Universidad Carlos III de Madrid, Luciano
PAREJO ALFONSO, constituye un excelente
aporte al estudio jurídico del riesgo, parti-
cularmente en un campo tan vigente y ne-
buloso como lo es el de la regulación jurí-
dica de los riesgos producidos por los
campos electromagnéticos. 

La sociedad actual, considerada por Ul-
rich BECK como la sociedad del riesgo o la
sociedad de la modernidad reflexiva, se ca-
racteriza principalmente porque las ame-
nazas que la afectan ya no provienen de la
naturaleza, como sucedía hasta el siglo XIX,
sino que, por el contrario, provienen del
centro mismo de identidad y poder de di-
chas sociedades: la técnica. De esta mane-
ra, las sociedades cobran conciencia de que
sus problemas vienen de ellas mismas, y
que se hace imperativa y cada vez más ur-
gente la construcción de nuevas reglas que
ayuden a contribuir a que las innovaciones
tecnológicas, ecológicas, sociales y cultu-
rales se produzcan, y produzcan conse-
cuencias deseadas, eso sí, sin ir en detri-
mento de las mismas sociedades. 

Pero la verdadera cuestión subyace de
las características propias de los riesgos
actuales, los denominados riesgos post-
industriales. Estos riesgos recaen sobre el
medio ambiente y la salud pública, son ries-
gos globales que no respetan fronteras te-
rritoriales, pues afectan a la totalidad de la
población en cualquier parte del mundo,
por lo que se hace prácticamente imposible
valorarlos económicamente. Sin embargo,

su nota fundamental es que persiste sobre
ellos, su existencia y gravedad, una gran in-
certidumbre científica. De esta manera, y
como lo señala el autor, «la incertidumbre
es el elemento que viene a distorsionar el
funcionamiento de los mecanismos pre-
ventivos clásicos, obligando a asumir un
enfoque precautorio que admita una ac-
ción no respaldada por una certidumbre
científica, o incluso emprendida en condi-
ciones de completa ignorancia».

Frente a lo anterior, el principio de pre-
caución se constituye en un instrumento
esencial para la evaluación y gestión de este
tipo de riesgos, que permite fundamentar
decisiones jurídicas en meras hipótesis
científicas, así estas no sean mayoritarias,
gestión más apropiada y coherente con la
naturaleza incierta de este tipo de riesgos.

En este marco se insertan los riesgos
producidos por los campos electromagné-
ticos (CEM) o, lo que es lo mismo, la ra-
diación no ionizante, objeto de estudio de la
obra que se comenta. En los últimos años
se ha generalizado una gran alarma social
y un fuerte rechazo contra la instalación
de antenas de telefonía móvil e infraes-
tructuras eléctricas, que en cierta manera se
fundamentan en la creciente y continua pu-
blicación de estudios científicos que, cada
vez con más frecuencia, señalan la peligro-
sidad de los campos electromagnéticos, par-
ticularmente de los efectos no térmicos de
los mismos, pues sus efectos térmicos se
encuentran completamente estudiados y
sobre ellos hay completa certeza científica. 

Así pues, el trabajo que se expone tiene
por objeto estudiar la gestión jurídica de la
incertidumbre científica, especialmente en
el marco de la protección sanitaria y me-
dioambiental de la población frente a los
campos electromagnéticos, mediante el
análisis del principio de precaución, con-
siderado por el autor como el único ins-
trumento con el que cuenta el ordena-
miento jurídico para gestionar los riesgos
inciertos. 

En el primer capítulo de la obra, de la
mano de la Teoría de Sistemas, se estudian
las características del conocimiento cientí-
fico en el nuevo paradigma, y se establecen
las bases teóricas de la incertidumbre.
Como lo argumenta el autor, el conoci-
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miento científico es probabilístico, incierto,
provisional, fragmentario, subjetivo y no
puede ser jerarquizable, cuestión impor-
tante sobre la que se insistirá más adelante.

En el segundo capítulo se estudian de-
talladamente las características de los ries-
gos de la técnica en la nueva modernidad.
El interés de este capítulo radica princi-
palmente en que se analizan las bases teó-
ricas del riesgo, y se estudia con especial
atención el problema de la fundamentación
de las decisiones en la edad del riesgo.
Como se ha visto, el riesgo postindustrial se
ha convertido en el eje central de la acción
administrativa, y la toma de decisiones en
situación de riesgo incierto implica una
fundamentación científica imprescindible.
En esta parte se examina la toma de estas
decisiones, su competencia, procedimiento,
legitimación y eficacia, aportando elemen-
tos de criterio que deberían ser cuidadosa-
mente tenidos en cuenta por los llamados a
decidir en estas materias.

El tercer capítulo se ocupa de analizar
los instrumentos jurídicos para la gestión
de la incertidumbre científica. Esta parte
se centra en el estudio del Principio de Pre-
caución, su génesis, origen filosófico, evo-
lución normativa en el Derecho interna-
cional, concepto y naturaleza jurídica en
distintos ámbitos jurídicos. Esta parte es
un gran aporte a la construcción jurídica
del Principio de Precaución y a su aplica-
ción, pues además se aborda la problemá-
tica relativa a la evaluación y a la gestión de
los riesgos, la adopción de medidas pre-
cautorias y su control judicial. Igualmen-
te, se profundiza en el estudio de la discre-
cionalidad y sus límites en la adopción de
estas medidas, asunto de mayor importan-
cia cuando de gestionar situaciones incier-
tas se trata. 

Dejando de lado por el momento estas
cuestiones iniciales, el capítulo cuarto in-
troduce el estudio de los Campos Electro-
magnéticos, por medio del análisis del sector
material objeto de estudio, y su problemáti-
ca científico-social. Si bien el tema a estudiar
representa una gran complejidad, el autor
logra mantener un lenguaje claro y com-
prensible de la realidad material de la ra-
diación no ionizante, la dimensión social y la
caracterización sociológica de este tipo de

riesgos. Se estudian además los efectos de
los campos electromagnéticos sobre la sa-
lud humana y el medio ambiente, especial-
mente los efectos no térmicos de los CEM
artificiales sobre el ser humano. Y se anali-
zan con atención las características científi-
cas y no científicas de la incertidumbre en el
sector, teniendo siempre como punto de par-
tida las bases teóricas estudiadas en los ca-
pítulos iniciales. Resulta interesante la dife-
renciación que se hace en este capítulo entre
los efectos de los CEM, tanto térmicos como
no térmicos, pues para el autor estas dife-
rentes dimensiones son las que determinan
el tratamiento jurídico que se les debe dar, ya
sea preventivo o precautorio, respectiva-
mente; con las múltiples consecuencias que
se derivan de lo anterior. 

Por su parte, el quinto capítulo estudia
la regulación jurídica del sector de los cam-
pos electromagnéticos en el ámbito comu-
nitario europeo, mediante el examen de la
normatividad en relación con la seguridad
industrial y la compatibilidad electromag-
nética, la protección de la salud de los tra-
bajadores y del público en general frente a
los CEM no ionizantes, con especial aten-
ción a la Recomendación del Consejo de
Ministros de Sanidad de la UE 1999/519/
CE, de 12 de julio de 1999, y la evolución y
estado de la cuestión con posterioridad a
la señalada Recomendación.

Una vez analizado en profundidad el
contexto filosófico, científico y jurídico del
objeto de estudio, en el sexto y último ca-
pítulo se procede a estudiar la problemáti-
ca jurídica específica, en relación con la re-
gulación española sobre protección del
público en general frente a los riesgos de
los campos electromagnéticos, y el autor
procede a enmarcar la radiación en las ca-
tegorías jurídicas pertinentes, mediante el
examen de la problemática específica que
esta regulación conlleva.

En la primera parte se aborda el estu-
dio de la Radiación y su incidencia en los
derechos fundamentales, y se analiza la
importante relevancia constitucional de
este tipo de riesgos, pues se trata, como ya
se dijo, de riesgos globales que afectan a
toda la población y que no encajan en una
perspectiva clásica según la cual los dere-
chos fundamentales se ejercen frente a la
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acción opresora del Estado, sino que por lo
general se trata de riesgos generados y su-
fridos por los mismos particulares. Se tra-
ta también el tema de los derechos colec-
tivos, particularmente el derecho a un
medio ambiente adecuado para la persona,
y el derecho a la protección de la salud,
pues afirma con razón el autor que los
CEM tienen relevancia ambiental y pue-
den considerase incluidos en el concepto
de medio ambiente. Continuando con la
exposición, resalta el tratamiento que se
le da al derecho fundamental a la inviola-
bilidad del domicilio, mediante la técnica
de la defensa cruzada de derechos, de la
jurisprudencia del Tribunal Europeo de
Derechos Humanos y del Tribunal Consti-
tucional español. Además, se estudian las
diferentes implicaciones que tiene la ra-
diación no ionizante sobre otros derechos
como la vida, la integridad física y la li-
bertad de empresa. 

La segunda parte se dedica a la califi-
cación jurídica del espacio radioeléctrico
mediante la técnica del dominio público,
cuestión que para el autor es problemática
pues incurre en ciertas incongruencias con-
ceptuales, ya que el dominio se ejerce sobre
una actividad y no sobre un bien propia-
mente dicho. No obstante estos razona-
mientos, en la práctica esta técnica resulta
eficaz a sus fines, puesto que permite pro-
teger, cuando sea necesario, esta actividad
del régimen jurídico-civil ordinario. 

En la tercera parte se hace un análisis
de la protección sanitaria en materia de ra-
diocomunicaciones en la regulación esta-
tal, y se enfoca el estudio en el RD 1066/
2001 (RPSER), su ámbito de aplicación, su
fundamentación jurídica y los principales
aspectos de la protección sanitaria conte-
nida en esta norma, como las restricciones
básicas, los niveles de referencia, la eva-
luación ambiental y el principio de pre-
caución. 

A continuación el autor se dedica a un
cuidadoso estudio y deslinde de las com-
petencias sobre la materia entre el Estado,
las Comunidades Autónomas y los entes lo-
cales. En la cuarta parte se abordan las
competencias y la normativa autonómica
en la materia, y en la quinta parte se estu-
dia la gestión municipal de los riesgos elec-

tromagnéticos en materia de radiocomu-
nicaciones, cuestión, como se verá, mucho
más problemática. Se analizan las compe-
tencias sanitarias, medioambientales y que
en materia de urbanismo tienen los entes
locales, y se identifican algunas limitaciones
municipales que se han impuesto a la ins-
talación de infraestructuras de radiocomu-
nicación, como la suspensión del otorga-
miento de licencias urbanísticas o la
denegación de las mismas por motivos am-
bientales o sanitarios, la fijación de valo-
res límites más estrictos que los autonómi-
cos o estatales, las medidas de alejamiento
de las antenas, entre otras.

La sexta parte estudia la protección sa-
nitaria frente a los CEM generados por las
infraestructuras eléctricas, situación que
no se encuentra regulada por la normati-
vidad española, pese a que este tipo de ra-
diación produce unas frecuencias más ba-
jas, que pueden considerarse aún más
peligrosas que las altas frecuencias de la
tecnología móvil. 

Finalmente, el autor concluye su estu-
dio con el análisis de la posibilidad de or-
ganizar una protección frente a la radia-
ción no ionizante desde el orden civil, en
dos ámbitos: las relaciones de vecindad y la
propiedad horizontal. En la séptima parte
realiza un examen de las relaciones de ve-
cindad y la protección frente a inmisiones
electromagnéticas no consentidas, por
ejemplo mediante una acción negatoria,
quedando obligado el que produce la emi-
sión a demostrar su inocuidad. Por último,
en la octava parte se señalan algunos pun-
tos esenciales de la protección frente a los
efectos de las antenas de telefonía móvil
en el marco de la Ley de Propiedad Hori-
zontal. 

La obra cierra con una serie de conclu-
siones que sintetizan con claridad y perti-
nencia los principales puntos estudiados a
lo largo de toda la monografía, que, como
se advierte de estos breves comentarios, lle-
ga en un momento crucial en el que la rea-
lidad ha desfasado la normatividad, que se
deviene obsoleta e insuficiente para la pro-
tección de la población frente a este tipo
de riesgos postindustriales. Es, pues, una
lectura actual, útil y enriquecedora, indu-
dable aporte doctrinal para un Derecho que
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todavía, y cada vez más, se encuentra en
construcción.

Ángela María AMAYA ARIAS

Universidad de Zaragoza

MAESO SECO, Luis F.: El personal directivo
público en España (su régimen jurídico
antes y después del EBEP), Ed. La Ley,
Madrid, 2011, 724 págs. 

Hace escasamente unos meses se pu-
blicaba este minucioso y extenso trabajo
sobre la figura del directivo público profe-
sional en el ámbito de nuestras Adminis-
traciones públicas. Con él podemos decir
que Luis MAESO SECO culmina y pone colo-
fón a la que, sin duda, ha sido hasta el mo-
mento su principal línea de investigación.

Efectivamente, hace ya muchos años
que el autor empezó a reflexionar sobre
esta materia intentando buscar el régimen
jurídico más adecuado para el ejercicio de
las funciones de dirección en la Adminis-
tración. En el año 2003, el lector ya pudo
conocer los primeros frutos de estos estu-
dios con una breve pero prometedora mo-
nografía que se tituló La función pública
europea y el directivo público europeo, edi-
tada por Esperia Publications Ltd. (Lon-
dres). En el año 2008 pudo completar estas
reflexiones iniciales a través de lo que sería
finalmente su tesis doctoral, en la que trae
causa el libro que ahora nos ocupa. Su te-
sis, titulada Los directivos públicos en el
marco de la reforma-modernización admi-
nistrativa, fue dirigida por el profesor Luis
ORTEGA ÁLVAREZ y juzgada por un tribunal
interdisciplinar formado por los que, sin
duda alguna, constituyen los mayores ex-
pertos en esta materia: Rafael JIMÉNEZ

ASENSIO, Miguel SÁNCHEZ MORÓN, Manuel
VILLORIA MENDIETA, Alberto PALOMAR OL-
MEDA y Carmen CHINCHILLA MARÍN. Las
aportaciones realizadas por los miembros
de esta comisión, no solo desde nuestra dis-
ciplina administrativista, sino también des-
de el ámbito del Derecho constitucional e
incluso desde la ciencia política, han con-

tribuido a aumentar todavía más el rigor
científico y la calidad de este trabajo.

La figura del directivo y el que podría-
mos denominar «espacio directivo» (si-
guiendo a JIMÉNEZ ASENSIO, en «La dirección
pública profesional: perspectiva comparada
y diagnóstico de la situación en España», en
la obra colectiva titulada La Dirección Pú-
blica Profesional en España, editada por Mar-
cial Pons e IVAP, 2009, pág. 16) ha existido
siempre, pues es indudable que las Admi-
nistraciones públicas han estado siempre di-
rigidas. Ahora bien, los criterios que se han
utilizado tradicionalmente para ocupar este
espacio han sido exclusivamente de carácter
político, amparándose en una interpretación
excesivamente pobre y desafortunada del
poder de dirección de la Administración que
el artículo 97 de la Constitución atribuye al
Gobierno. Sin embargo, y como ha sabido
poner de manifiesto MAESO SECO, nuestro
marco constitucional permite otras posibles
interpretaciones que, sin desconocer el poder
de dirección y «libre» elección que ha de te-
ner siempre el Gobierno por imperativo
constitucional, garanticen también los co-
nocimientos, capacidades y competencias
que requieren las tareas de dirección. Y es
precisamente en este marco donde hay que
situar la figura del directivo público profe-
sional.

Desde esta perspectiva, no es de extrañar
que el autor considere que se trata de una
categoría ciertamente novedosa en nuestro
ordenamiento. Los primeros pasos se die-
ron ya a través de la LOFAGE, aunque,
como el autor señala, más que de autentica
«profesionalización» del directivo, se acabó
contemplando su «funcionarización», al exi-
girse, con carácter general, que los puestos
directivos fueran ocupados por quienes ya
reunieran la condición de funcionario
—del entonces grupo A de titulación— en
cualquier Administración pública. La cul-
minación en este camino hacia la verdade-
ra profesionalización de esta categoría hay
que situarla en el artículo 13 del EBEP (Ley
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico
del Empleado Público). De ahí que el autor
considere que el personal directivo público
—y profesional— constituye una suerte de
recién llegado a nuestro Derecho, al ámbi-
to del empleo público. 
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